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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 44/2021-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO DE AQUISMON, S.L.P.
MAGISTRADA:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., catorce de junio de dos mil veintitres.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 44/2021-3, promovido por el C. **********contra actos del Municipio de Aquismón; del Síndico Municipal del Ayuntamiento de Aquismón, S.L.P.;  y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha dieciocho de enero de dos mil veinte, compareció el C. ********** demandando a a las siguientes autoridades: “1). Municipio de Aquismón, y 2). Síndico Municipal del Ayuntamiento de Aquismón, S.L.P.;  por la nulidad del siguiente acto: 
“La negativa ficta de pago respecto del escrito de fecha ********** dos mil diecinueve (ANEXO 1), y mediante el cual también le solicite el cumplimiento de contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, y por consecuencia el pago de factura numero ********** por concepto de ´primer estimación y finiquito d obra y por la catidad de **********
II.- Por auto de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por auto de fecha dieciocho de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo a las demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía así como ampliara su escrito inicial de demanda, toda vez que en el presente juicio se impugna una negativa ficta, actualizándose así la hipótesis normativa establecida en el artículo 237 fracción I, del código Procesal de la materia; apercibida a la parte actora, de tener por no ampliando su escrito inicial de demanda, si incumple con el plazo que le fue otorgado, se admitieron las pruebas de las partes.
IV.- Con fecha once de enero de dos mil veintidos, se tiene a la parte  actora por ampliando su escrito inicial de demanda, se ordena correr traslado a las demandadas con las copias simples del escrito de ampliación de demanda,  para que manifestarán lo que a su derecho convenga, ofrezcan y exhiban las pruebas que estimen convenientes y expresen los hechos con los que éstas se encuentren relacionadas; apercibidas.
V.- Mediante auto de fecha veintiocho de marzo de dos mil veintidos, se tiene al Síndico del Ayuntamiento de Aquismón, S.L.P., por manifestando su imposibilidad jurídica para exhibir el expediente administrativo relativo al contrato de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, y se tiene a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda; y se ordena correr traslado a la pare actora para que manifieste lo que a su derecho convenga, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, mediante auto de fecha trece de septiembre de dos mil veintidos, se fijó nueva fecha  y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- Con fecha once de octubre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por la autoridad demandada; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

UNICO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, advierte del análisis de los actos impugnados, que es INCOMPETENTE para conocer y resolver de la presente controversia de conformidad con el artículo 7º, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, al encontrarse excluido el presente juicio de aquéllos asuntos que le corresponde conocer a este Tribunal; en relación con los numerales, 228 fracciones X y XI, y 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. Ya que carece de competencia para conocer de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales provenientes del Ramo General 33, el cual es caso que nos ocupa, que deriva del Contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, ello con base en los razonamientos y fundamentos subsiguientes:


El acto impugnado, lo constituye del escrito inicial de demanda: La negativa ficta de pago, respecto del escrito de fecha **********(anexo 1), y mediante el cual también le solicite el cumplimiento de contrato de obra pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, y por consecuencia el pago de factura número ********** por concepto de primer estimación y finiquito de obra y por la cantidad de **********documental que obra en fojas 20 a la 24 de este sumario.

Del escrito de ampliación de demanda, lo constituyen los siguientes actos que se contienen en el apartado III “Ampliación de Petitorios” que literalmente refieren:  

“1.- Declare el  cumplimiento de lo estipulado en el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, el cual impone a la institución, en este caso MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P., la responsabilidad de la elaboración y firma del finiquito del contrato.

“2.- Se cumpla con lo señalado por el artículo 117 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas a efecto de que la demandada pague los gastos financieros realizados por el suscrito, tomando la base impositiva de  financiamiento de la banca privada.”

Actos que derivan del cumplimiento del contrato de obra pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, celebrado con fecha 21 de noviembre de 2017,  entre la parte accionante y el H. Ayuntamiento de Aquismon, S.L.P, documental que fue aportado en copia fotostáticas por el accionante en este juicio en su escrito inicial de demanda, que obra en fojas 29 a la 50 de este sumario, misma que hace prueba plena, en término de los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


Contrato en cuestión del cual se advierte de su texto, que el Ayuntamiento declara en el apartado de “DECLARACIONES PRIMERA”  inciso C), que para cubrir las erogaciones que se deriven del presente contrato, se cuenta con recursos provenientes del fondo para la infraestructura social municipal (FISM) del Ramo 33, lo cual se aprecia en la siguiente transcripción:   

“DECLARACIONES”
PRIMERA: “EL MUNICIPIO” DECLARA
“…C).- QUE PARA CUBRIR LAS EROGACIONES QUE SE DERIVEN DEL PRESENTE CONTRATO, SE CUENTA CON RECURSOS PROVENIENTES DEL FONDO PARA LA INFRAESTRUCTURA SOCIAL MUNICIPAL (FISM) DEL RAMO 33, ASIGNADOS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2017, APROBADOS POR EL CONSEJO DE DESARROLLO SOCIAL MUNICIPAL EN SESION ORDINARIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE   2017..”


Por tanto, con base en el artículo 25 fracción III de la Ley de Coordinación Fiscal, las aportaciones que corresponden al Fondo para la Infraestructura Social Municipal (Ramo 33), como en el caso a estudio, son federales, es decir, dichas aportaciones, son recursos que destinan y supervisan las autoridades federales para los Estados y los Municipios que, dada su especial naturaleza, se rigen por disposiciones federales, aun cuando pasan a formar parte de las haciendas estatales y municipales, pero que no se encuentran comprendidas dentro del régimen de libre administración de estos últimos, pues es la Federación la que autoriza su destino y aplicación y, por ende, los otros niveles de gobierno no pueden disponer libremente de dichos recursos, pues por el contrario, deben sujetarse a lo dispuesto en los ordenamientos federales.

Y si bien es cierto que de conformidad con el artículo 7º fracción IX, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que este Tribunal tiene competencia para conocer de los juicios que se promuevan en contra de la negativa ficta o los actos que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal.

En el caso a estudio, también resulta cierto que, al encontrarnos que la controversias impugnadas, corresponden a las erogaciones derivadas de los contratos de obra pública, celebrados entre la parte actora y el H. Ayuntamiento de Aquismon, S.L.P, son fondos federales, dado que corresponden al Fondo para la Infraestructura Social Municipal (FISM) del Ramo 33, luego entonces, este Tribunal, no es competente para conocer tanto de la negativa ficta  de la solicitud de pago, respecto del escrito de fecha **********y mediante el cual solicito el cumplimiento y pago del contrato de obra pública número  AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, así como de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o municipios, pues lo que define la competencia para conocer del presente asunto, lo es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige la competencia material de este Tribunal, no le confiere la atribución de resolver integralmente sobre el presente asunto, lo que se concluye, como ya se ha señalado anteriormente, dada la naturaleza federal de los recursos empleados para realizar las obras materia de los contratos de obra pública referidos en párrafos anteriores.

Análisis que se hace de una nueva reflexión, guiada por la Jurisprudencia en materia administrativa, localizable en la Décima Época, Segunda Sala, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 18, Mayo de 2015, Tomo II, Tesis 2ª./J. 62/2015 (10ª.), Página 1454, Registro 2009252, que a la letra dice:
“CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. COMPETE AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA RESOLVER SOBRE SU INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO, CUANDO LOS CELEBREN ENTIDADES FEDERATIVAS O MUNICIPIOS, CON CARGO A RECURSOS FEDERALES.- De la interpretación sistemática de los artículos 14, fracciones VII, XV y XVI, y 15 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se advierte que este órgano jurisdiccional conocerá del juicio contencioso administrativo regulado en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, promovido contra resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos en materia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la administración pública federal, así como de las resoluciones emitidas conforme a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y para dirimir lo concerniente a las sanciones administrativas, en términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; de donde se sigue que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es competente para conocer de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia de que los hayan celebrado entidades federativas o Municipios, en tanto que lo que da la competencia es el carácter federal de los recursos empleados y el marco normativo que rige la competencia material de ese Tribunal, la cual se ha delineado para conferirle la atribución de resolver integralmente sobre esas materias.” 

“Contradicción de tesis 23/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, Segundo en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, Tercero en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Cuarto en Materia Administrativa del Primer Circuito. 18 de marzo de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 

“Tesis y criterio contendientes:
“Tesis VI.3o.A.353 A, de rubro: "OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS. CORRESPONDE A LOS JUECES DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA Y NO AL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS SUSCITADAS POR LA INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO DE CONTRATOS CELEBRADOS POR LOS PARTICULARES CON LAS DEPENDENCIAS DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 1387. 

“Tesis I.4o.A.55 A (10a.), de rubro: "OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS. LA RESCISIÓN DE UN CONTRATO CELEBRADO CON BASE EN LA LEY RELATIVA, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 28 DE MAYO DE 2009, CON CARGO A FONDOS FEDERALES, ES IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, NO OBSTANTE QUE UNA DE LAS PARTES NO SEA ALGUNA DEPENDENCIA O ENTIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, SINO DEL DISTRITO FEDERAL (APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 4/2010).", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2006. 

“Tesis IV.2o.A.54 A (10a.), de rubro: "OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS. CORRESPONDE A LOS JUECES DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE LAS CONTROVERSIAS SUSCITADAS CON MOTIVO DE LA INTERPRETACIÓN Y CUMPLIMIENTO DE LOS CONTRATOS CELEBRADOS POR LOS PARTICULARES CON LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN CON CARGO TOTAL O PARCIAL A RECURSOS FEDERALES, EN TÉRMINOS DE LA LEY RELATIVA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 2013, página 2619, y 

“El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 67/2014. 

“Tesis de jurisprudencia 62/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de abril de dos mil quince.
“Esta tesis se publicó el viernes 29 de mayo de 2015 a las 09:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de junio de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.”

Lo anterior, sin que pase inadvertido el hecho de que las partes hayan pactado que para su interpretación y cumplimiento se someterían a la jurisdicción de los tribunales del fuero común, dado que la jurisdicción entendida como la potestad del Estado para dirimir controversias, depositada en tribunales federales o locales para administrar justicia no puede prorrogarse ni ser materia de convenio o renunciarse, porque es un atributo de la soberanía y, por tanto, nunca puede ser producto de la voluntad de los particulares, sino que dimana directamente de la ley; esto es, del artículo 3º fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, autoridad competente para conocer de la presente controversia, dada la naturaleza federal de los recursos empleados para el pago del contrato de obra pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, celebrado con fecha 21 de noviembre de 2017,  entre la parte accionante y el H. Ayuntamiento de Aquismon, S.L.P, y por exclusión de lo previsto en el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

En virtud de todo lo anterior, se considera que este Órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer del acto que impugna por esta vía por la parte actora, consistente en el incumplimiento del contrato referido en el párrafo anterior, en virtud de que el contrato que  celebró, fue realizado con cargo a recursos federales, con independencia de que se hubieran celebrado con entidades federativas o municipios, pues lo que le da el carácter federal lo son los recursos empleados para tal fin.

En esa tesitura, con base en los numerales 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, al carecer este Tribunal de competencia para pronunciarse respecto de los actos en razón de que derivan del incumplimiento de contrato de obra pública proveniente del Ramo 33,  planteado por la parte actora en el presente juicio; ya que de hacerlo, sin tener facultades para ello, vulneraría las garantías de legalidad y de seguridad jurídica derivadas del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y cuya inobservancia conduciría a declarar inválido lo resuelto.

Sirve de apoyo a lo determinado con antelación, el criterio sustentado en la Tesis de jurisprudencia, de la Novena Época, Registro: 167557, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, Abril de 2009 Materia(s): Común Tesis: P./J. 21/2009 Página: 5 , cuyo rubro y contenido citan: 
 “COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. La competencia de la autoridad es una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente. Por otra parte, de la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción V y 94, párrafo sexto, constitucionales, se infiere que la competencia especializada por razón de materia de los Juzgados de Distrito está elevada a rango constitucional. En congruencia con lo anterior, se concluye que aquella competencia es un presupuesto de validez del proceso cuya infracción por los citados órganos jurisdiccionales al resolver un juicio de amparo sin tener competencia por razón de materia, se traduce en el desconocimiento de la voluntad del Constituyente y, por ende, de la del legislador que la desarrolla, lo que ocasiona que se violen las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo en perjuicio de las partes, porque se les sujeta a la determinación proveniente de una autoridad que prorroga indebidamente su competencia y resuelve un juicio específico sin tener facultades para ello, afectando directamente los derechos sustantivos de aquéllas.”

En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de materia, este Tribunal no se encuentra obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente, pues ello no implica vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el Tribunal competente.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia en materia Administrativa, con número de Registro 2012548, localizable en la Décima Epoca, Instancia Plenos de Circuito, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, Tesis PC.II.A. J/8 A (10ª), página 2282, que a la letra dice:

“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].- Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 1/2016. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 6 de julio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Magistrados Jacob Troncoso Ávila, Tito Contreras Pastrana, María del Pilar Bolaños Rebollo y Yolanda Islas Hernández. Ponente: Tito Contreras Pastrana. Secretaria: Norma Laura Caballero Osornio.
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo II, noviembre de 2015, página 1042, con el título y subtítulo: "INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS." 
Esta tesis jurisprudencial se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013, por lo que a partir de esa misma fecha ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa número PC.II.A. J/1 A (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo III, noviembre de 2015, página 2730.
Esta tesis se publicó el viernes 09 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.”

Por lo expuesto y fundado y con apoyo en los artículos 1º, 2º, 7º fracción IX,  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se;

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó Incompetente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expresados en el considerando Único de esta resolución.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-
	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

